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Resumen: El texto traza un recorrido 
crítico por la historia del Instituto Na-
cional de Antropología e Historia. Ade-
más, expone algunas de las dificultades 
internas que el inah tiene que afrontar 
para restituir la imagen, el prestigio y 
la función como organismo defensor del 
patrimonio cultural y monumental de 
México. El reconocimiento de las defi-
ciencias puede resultar antipático y las 
acciones a emprender no son sencillas. 
La revisión de las situaciones admi-
nistrativas internas invitan a una seria 
reflexión para esclarecer qué, quiénes, 
por qué y cómo se llevan a cabo las 
reformas dentro del Instituto y las reper-
cusiones que tendrán. Como profesiona-
les, trabajadores y estudiantes del inah 
tenemos la responsabilidad de velar por 
el bien de la institución, porque cada 
uno de los movimientos que se realicen 
sea siempre en su beneficio.
Palabras clave: inah, historia institucio-
nal, función social, patrimonio cultural.

Abstract: The text traces a critical 
journey through the history of the 
National Institute of Anthropology and 
History. It also reveals some of the 
internal difficulties inah had to face to 
restore its image, prestige, and role as 
an organization devoted to defending 
the cultural and monumental heritage 
of Mexico. The recognition of deficien-
cies can be unpopular and actions to be 
taken, complex. The survey of internal 
administrative situations invites serious 
reflection to clarify what, who, why, and 
how reforms are carried out within the 
Institute and the impact they will have. 
As professionals, workers, and students 
from inah we have a responsibility to 
safeguard the good of the institution, by 
ensuring that each of the actions that is 
carried out is always for the benefit of 
the institution.
Keywords: inah, institutional history, 
social function, cultural heritage.

l inah recoge en sus orígenes una larga tradición que está cons-
tituida por experiencias de carácter académico, docente, admi-
nistrativo, político y de programa de gobierno. El Instituto no es 

sólo una invención coyuntural que implicó cambios en la administración 
pública federal del Estado mexicano. Significó la concreción del com-
promiso del Estado mexicano en la preservación de aquellos bienes que, 
incluso desde el siglo xviii, habían sido vistos como base sobre la cual se 
construía la idea de nación mexicana.

A la vez, había reclamos y demandas al gobierno federal respecto de 
la situación de los pueblos indígenas, quienes requerían solución a sus 
condiciones deplorables de marginación y pobreza.1 Ambas problemá-
ticas estudiadas y asumidas como causas de las ciencias antropológica 
e histórica, significaron, también, el apuntalamiento de estas mismas y 
sus importantes aportes al conocimiento de nuestra historia nacional y 
nuestras culturas. Importante resulta ahora destacar que a estas dos dis-
ciplinas de conocimiento se integrarían la arquitectura, la restauración 
y conservación como otras que cada día muestran su importancia en la 
preservación de nuestros monumentos.

Con el tiempo hemos sido testigos de que el inah, siendo una insti-
tución claramente concebida como centro de investigación, como institu-
ción de educación superior y como autoridad en materia de monumentos 
nacionales, se ha convertido por un lado en un ícono nacional e interna-
cional de referencia en los avances de investigación, protección, conser-
vación, restauración y difusión de nuestros monumentos arqueológicos e 
históricos y en menor medida, un tanto con desdén, el de los monumentos 

1 Puede verse la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica del inah, texto que pre-
cede el articulado propuesto por el Ejecutivo de la Unión, que hace referencia clara a la 
tarea del Instituto con relación al estudio e investigación de la realidad de los indígenas 
en México.
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paleontológicos; pero aunque duela, nuestro Instituto 
se ha convertido en monstruo burocrático de mil cabe-
zas donde también se da la corrupción, la negligencia, 
la mediocridad y el olvido de la vocación, compromiso 
y aporte a este noble país.2 

Si partimos de su ubicación y contexto es lógico 
pensar que al formar parte de un sistema de gobier-
no, evidentemente no tendría por qué ser distinto a la 
podredumbre de las instituciones que vivimos y pa-
decemos, en donde lo más claro es ya la incredulidad 
precisamente en el Estado y sus instituciones. Hasta 
el trato humano se ha enviciado, suspicacias, tranzas, 
despotismos, patanerías, mentiras, veleidades y bana-
lidades forman parte de las relaciones institucionales. 
En este sentido podría plantear, como lo sugería Gui-
llermo Tovar, que todo esto nos obliga a reconocer la 
inestabilidad como ley universal, en donde el supues-
to redentor de los débiles, el Estado (excepto ciertos 
espacios y testimonios específicos), no cumple ya con 
sus objetivos a menos que se demuestre lo contrario.

Pero habremos de hacer un análisis más riguro-
so del momento actual, mientras tanto, pienso que en 
una especie de ejercicio de memoria histórica, es im-
portante recordar lo que hemos sido hasta llegar como 
institución al momento actual, para que ello, con sus 
justas proporciones nos sirva de parámetro.

2 El testimonio de mucha gente vinculada al Instituto o que 
en algún momento ha tenido que recurrir a él, entiéndase acadé-
micos, trabajadores administrativos, técnicos y manuales; ciuda-
danos que han tenido que acercarse al Instituto en busca de un 
permiso, una autorización, o recurrido al mismo por la prestación 
de los servicios que presta, expresan visiones incluso polariza-
das tanto de gran reconocimiento como de fuerte crítica al mismo 
por actos de autoridad que dejan mucho qué desear en cuanto al 
cumplimiento de sus obligaciones legales. Esto ha sido más fre-
cuente en provincia. Debe quedar claro, sin embargo, que, sobre 
todo, la crítica al inah como institución pública tampoco es un 
problema exclusivo de esta institución, en realidad, diría que es 
un problema de todas las instituciones públicas e incluso de las 
instituciones en general, incluidas las religiosas y privadas. Sin 
embargo, cuando la expectativa de una institución pública es alta 
en un contexto donde predomina una tendencia privatizadora, esto 
es más notable y quizás desesperanzador pues se parte del hecho 
de sus objetivos relacionados con el interés público y el reconoci-
miento de la historia y en general el pasado cultural.

El inah y su proceso histórico

En este caso me es útil, metodológicamente, retomar 
las cuatro etapas que en su momento el maestro Ju-
lio César Olivé propuso,3 mismas que se refieren a la 
existencia del Instituto, las cuales muestran el enorme 
legado de la antropología, la historia, las artes y del 
desarrollo jurídico-administrativo que el Instituto ha 
aportado; a estas cuatro etapas sumo dos más, con la 
idea de completar el cuadro hasta el momento actual.

Me parece pertinente aclarar que me refiero a la 
creación de una institución que desde su origen fue 
concebida como parte de la administración pública fe-
deral, particularmente como parte de la Secretaría de 
Educación Pública, encargada de resolver problemas 
específicos como el de la vigilancia y conservación de 
los monumentos arqueológicos, históricos y artísticos; 
de igual manera resultaba apremiante superar el pre-
juicio de que las costumbres de los pueblos indígenas 
no debían estudiarse pues eran manifestaciones de 
barbarie.4

Tal idea en la creación de dicha institución consi-
derada en ese momento como centro de investigación 
científica y como autoridad encargada de cuidar bienes 
de la nación con estatus de monumentos, indican aquí 
un acto de autoridad muy específico por atender di-
chos problemas sociales de la manera más profesional, 
lo cual se demuestra con la preocupación que se tuvo 
sobre todo del estudio detenido de la administración 
pública francesa, de donde se tomó la idea de crear el 
nuevo instituto con personalidad jurídica y patrimonio 
propio, esto aunque la propia exposición de motivos 
decía que no implicaba autonomía, real y legalmente sí 
lo implicaba, pues al tener personalidad jurídica pro-

3 Puede verse la obra Antropología mexicana, en ella Olivé 
hace un balance extraordinario de lo que ha sido la evolución y 
desarrollo de la antropología en nuestro país, dedicando una parte 
importante al inah. Cierto es que esta visión la siguió complemen-
tando en otras obras como inah. Una Historia, o aquellos trabajos 
en donde se iba reflejando su pensamiento, mismos que quedaron 
recogidos sus obras escogidas. 

4 Exposición de Motivos de la Ley Orgánica del inah, Diario 
de los Debates, 21 de diciembre de 1938.
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pia, podía tomar sus propias decisiones técnicas, emi-
tir sus propias normas y procurar sus propios ingresos 
a partir los servicios que prestara, incluidas las do-
naciones y herencias recibidas. En dicho diseño, nos 
guste o no, el principal artífice fue don Alfonso Caso.

Es decir, no es mi objetivo hablar de las tradi-
ciones antropológicas, arqueológicas, filosóficas y 
hasta biológicas que subyacen en la discusión de la 
evolución de las ciencias sociales, en particular de 
la antropología que después de todo le dio nombre a 
esta institución. Pienso que, con mucho respeto y re-
conocimiento se debe dar el lugar para esta discusión 
a investigadores que se han adentrado en dicha te-
mática como el propio maestro Alfonso Caso, Daniel 
Rubín de la Borobolla, Manuel Gamio, Miguel Othon 
de Mendizábal, Carlos Navarrete, Beatriz Barba, Ig-
nacio Bernal, Julio César Olivé, Andrés Medina, Car-
los García Mora, Lina Odena, Mechthild Rutsch, Luis 
Vázquez, Eduardo Matos, y ahora jóvenes investiga-
doras como Haydeé López y Thalía Montes entre mu-
chos otros, quienes han hecho aportes que explican 
esa vertiente. Desde luego son destacables los aportes 
del Seminario de Historia y Filosofía de la Antropo-
logía de la Dirección de Etnología y Antropología So-
cial, así como del equipo de trabajo de inah: Tiempo y 
Nación, de la Dirección de Estudios Históricos.

En todo este proceso debe destacarse la labor que 
ahora empieza a desarrollarse más sistemáticamente 
en varios centros de investigación de estados de la 
República, tales son los casos de Veracruz, Yucatán, 
Chihuahua, Michoacán y Jalisco, sólo por mencionar 
algunos de ellos en donde llaman la atención hacia los 
procesos regionales de las disciplinas antropológicas. 

En este caso, hago referencia a los autores que 
concibieron la existencia administrativa y legal de 
este Instituto, lo que de ninguna forma significa tener 
la visión de padre único ni menos concebir la com-
plejidad de estas instituciones como patriarcal. En 
esa lógica quienes cuestionen esta visión están en su 
derecho, pero creo que equivocan su visión de las cir-
cunstancias.5

5 Conozco claramente una corriente que ha cuestionado la 
labor de Alfonso Caso, haciendo referencia a que en todo este pro-

1. La etapa formativa. Abarca desde la creación 
del inah (1939) hasta 1958, muestra el trabajo en 
equipo dirigido por el maestro Caso; de aquel gran 
equipo formaron parte el arquitecto Ignacio Marqui-
na, Alfonso Ortega Martínez, Jorge Enciso, José de 
Jesús Núñez y Domínguez, Daniel F. Rubín de la Bor-
bolla, Jorge A. Vivó, Eduardo Noguera y el profesor 
Antonio Pompa.

En un segundo momento los continuadores de 
la magna obra institucional antropológica e histórica 
serían los maestros Román Piña Chán, Javier Rome-
ro, Pablo Martínez del Río, Manuel Maldonado, Luis 
Aveleyra, José Luis Lorenzo y Francisco González 
Rul, entre otros, destacando las figuras de don Wig-
berto Jiménez Moreno, Paul Kirchoff, Beatriz Barba 
y el maestro Julio César Olivé, quienes realmente hi-
cieron aportes teóricos que en buena medida transfor-
maron los enfoques de la antropología en sus distintas 
especialidades.

Es notorio el sello que aquellos personajes dieron y 
dejaron hasta hoy en el inah, con la vocación, casi obse-
siva, por la arqueología y en general por la antropología, 
todo bajo el rigor científico de sus trabajos. Del maestro 
Caso (de quien por cierto la maestra Beatriz Barba hizo 
una excelente biografía que aparece en la monumental 
obra coordinada por Carlos García Mora y Lina Odena) 
puede destacarse la influencia en su concepción antro-
pológica, misma que heredó o aprendió de Hermann Be-
yer, Eduard Seler y Manuel Gamio; más adelante tomó 
distancia de algunas ideas y posturas de sus maestros 
e incorporó a su visión la parte jurídica y humanista 
aprendida en la Escuela Nacional de Jurisprudencia de 
la Universidad Nacional, adquirida a través de grandes 
maestros y que seguramente compartió con el grupo de 
jóvenes que fundaría el movimiento ateneísta, como Pa-
blo Macedo, Ezequiel Chávez, José María Vigil6 y Vicente 
Lombardo Toledano con quien emparentó políticamente.

ceso existen otras tradiciones e incluso personajes que llevaron al 
nacimiento del Instituto. Mucho aportarán seguramente para en-
tender un proceso con su complejidad, sin embargo, es innegable 
un momento histórico preciso en el cual la figura del maestro Caso 
fue fundamental; a eso me refiero entre otros hechos históricos.

6 [http://humanistas.org.mx/AteneoJuventud.pdf]. 
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De aquel majestuoso equipo fundacional de la dé-
cada de 1950 emergió el extraordinario programa de 
acción del Instituto, que consistió de cinco ejes: 1) 
reformas legales para la mejor protección de los mo-
numentos, 2) política coordinada con dependencias 
gubernamentales, 3) operación eficiente de la oficina 
de registro de la propiedad arqueológica, 4) perfeccio-
namiento de los inventarios de las colecciones de los 
museos y 5) salvamento de los monumentos del Centro 
histórico de la Ciudad de México y preservación del 
carácter típico de la Merced, Coyoacán y San Ángel 
(Olivé, 2000: 277-288), sin olvidar también que va-
rios otros lugares de la ciudad y de provincia, entre 
ellos la calle de Moneda en el Centro histórico de la 
Ciudad de México, también tuvieron y hasta la fecha 
sigue teniendo esta misma declaratoria.7

2. La etapa de crecimiento (de 1959 a 1968). Sig-
nificó fundamentalmente la estabilidad de la estructu-
ra administrativa. Es muy importante tener presente 
que esto significaba consolidar la línea vertical de 
autoridad, y por ende, el papel del Consejo Consul-
tivo que mandataba la Ley Orgánica de 1938 en sus 
artículos 11º al 13º realmente quedó mermado, hecho 
fundamental a retomar en los tiempos actuales. Debe 
recordarse además que en esta época, ocasionado por 
el avance en la destrucción de sitios arqueológicos 
por grandes obras de infraestructura, de extracción y 
explotación de recursos naturales y construcción de 
vías de comunicación, se inicia el diseño del rescate y 
salvamento arqueológico, un interesante paralelismo 
con el momento actual.8

Destaco también de esta etapa el haber asumido la 
reorganización y administración de una gran tradición 
de los museos provenientes de la sep, así como su pro-
yección nacional y creación de otros. Es relevante men-
cionar la actuación de los académicos, quienes a través 
de sus órganos proponían la reorganización del Institu-

7 Puede verse una interesante compilación de estas declara-
torias en Normas básicas del sector educativo, México, sep, 1987, 
vol. II. 

8 Pude consultarse el artículo de Alejandro Martínez Muriel, 
“El salvamento arqueológico”, en Carlos García Mora y Ma. de 
la Luz del Valle (coords.), La antropología en México: panorama 
histórico, t. 6, México, inah, 1988, pp. 395-410.

to, lo que llevó a que el Consejo Consultivo conformara 
una Comisión de estudio de las reformas legales, aca-
démicas, docentes y administrativas que se requerían 
en la institución (Anales del inah, 1967: 11-32).

Aquella Comisión estuvo conformada por los 
maestros Joaquín Cortina, Ignacio Bernal, Jorge Gu-
rría Lacroix, José Luis Lorenzo, Felipe Montemayor, 
Julio César Olivé, Javier Romero y Ariel Valencia. 
Desafortunadamente no trascendieron aquellas pro-
puestas sino tiempo después.

3. La etapa de crisis e innovaciones. Abarcó los 
años de 1969 a 1982, y estuvo marcada fundamen-
talmente por el agudizamiento de la distancia entre la 
realidad, el orden legal y el administrativo. Destacan 
de ésta los procesos de autogestión y democratización 
institucional. Quizás ésta sea la principal ruptura en-
tre la visión institucional del maestro Caso y el redi-
seño en la concepción institucional de la generación 
de 1960, pues en su origen el sello del ejercicio de la 
autoridad del Instituto fue vertical e incontrovertible, 
hecho que tajantemente en ese contexto buscó cam-
biarse.9 Es interesante ver que éste es el contexto de la 
muerte del reconocido maestro Alfonso Caso, de quien 
debe exaltarse su genio intelectual y visión política.

Esta etapa es fundamental en la vida del Instituto, 
pues resulta evidente que la realidad rebasaba la for-
malidad institucional, de tal manera que desaparecen 
unas dependencias y se crean otras. Por ejemplo el ar-
quitecto Luis Ortiz Macedo, quien en 1970 fue director 
del inah, sustituye el Consejo consultivo por Consejos 
de área o rama, es decir: de investigación, museos, ad-
ministración y docencia, hecho administrativo que se 
continuaría, pero que en ese momento parecía no solo 
no haberse consolidado, sino que aún es motivo de po-
lémicas, por ciertas decisiones controvertibles de los 
cuerpos colegiados como el Consejo de Arqueología o 

9 Muy reveladoras resultan las declaraciones del maestro 
Alfonso Caso en la entrevista que le hizo Demetrio Sodi, donde 
califica de gusanos y pepenadores al grupo denominado de los 
“siete magníficos”, mismo que confrontaba lo que ellos llamaban 
la antropología oficialista. Aunque debo aclarar que en el caso de 
la reorganización del inah, habían participaciones serias e ins-
titucionales de los propios académicos sin llegar a ese nivel de 
confrontación.
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el de Monumentos Históricos, fundamentalmente con 
lo que corresponde a acciones u omisiones respecto 
de proyectos de gobiernos locales y con toda la ava-
lancha de proyectos de espectáculos de luz y sonido 
o célebres conciertos en monumentos y zonas de mo-
numentos, aunque hay que reconocer que mucho han 
ayudado al funcionamiento del inah en cuanto órganos 
deliberativos de carácter técnico-científico.

En 1972, el maestro Guillermo Bonfil realizó 
cambios administrativos relevantes de hecho, no de 
derecho. Se anula la subdirección administrativa (es-
tablecida en el artículo 14º de la Ley Orgánica del 
inah de 1939) que entonces era ya de naturaleza téc-
nica. Desintegró el Departamento de Acción Educati-
va, cuyo origen había sido de la década de 1970 y de 
fundamental importancia para el carácter educativo 
del Instituto (con maestros comisionados de la sep). 
Sostiene la sustitución del Consejo Consultivo por los 
consejos de área. Se proyecta la creación de 16 cen-
tros regionales, en la lógica gubernamental de la des-
centralización (Olivé y Cottom, 2003: 57-60).

En septiembre de 1973, se creó el Centro de In-
vestigaciones Superiores del inah, con una naturaleza 
jurídica inusitada que se había negado al inah. Este 
hecho significó la negación de mejoras en las condicio-
nes laborales de los académicos, quienes mantenían 
una lucha que buscaba la equiparación con los inves-
tigadores del ipn y de la unam y de mayor participación 
efectiva en las decisiones de la vida académica.

Esta época es medular no sólo para el Instituto 
sino fundamental para los monumentos arqueológi-
cos, artísticos e históricos, pues derivado del esca-
broso camino de abrogación de la Ley del 68-70, se 
promulga la ley que la supliría en 1972 y que se en-
cuentra vigente, misma que se apegaba al texto cons-
titucional, aspecto que se había cuestionado de la de 
1968 (Cottom, 2000, cap. iv).

Valga decir que la aplicación de la legislación de 
1972, en muchos de sus aspectos muy probablemen-
te habría durado por lo menos 10 años más, por dos 
razones: 1) que su reglamento se expidió hasta 1975 
y 2) porque la adecuación de su infraestructura sería 
más prolongada.

Desde entonces se plantea que el Instituto crecía 
ininterrumpidamente al ritmo del país, logrando así 
la consolidación de sus actividades básicas, pero re-
sintiendo la enorme desproporción relacionada con su 
campo de trabajo y la disponibilidad de recursos, que 
considero grave en estos momentos, pues presupues-
talmente estamos lejos de las necesidades reales de-
rivadas de las funciones sustantivas del Instituto, más 
con la discrecionalidad con que se manejan los recur-
sos para ciertos proyectos de carácter político sexenal, 
dejando incluso sin la estructura mínima de personal 
a zonas arqueológicas e, incluso, museos (inah, 2013).

En 1976, la Subdirección Técnica se convierte en 
Secretaría Técnica, bajo la dirección de don Gastón 
García Cantú y se crea una Secretaría Administrativa. 
Pienso que este periodo es el origen, en buena medida, 
de la estructura actual, misma que en realidad arrastra 
el vicio casi insalvable de tener registrada formalmen-
te una estructura y en la realidad operar con otra. De 
aquí es interesante observar una especie de reparti-
ción de dependencias entre la Dirección General, la 
Secretaría Técnica y la Administrativa, hecho que no 
está mal en sí mismo, pero que genera discrecionali-
dad y por ende arbitrariedades, sobre todo en la asig-
nación de recursos.

4. La etapa de reorganización. Abarca los años de 
1982 a 1988, y en palabras del maestro Olivé, “resul-
taba imposible ignorar la urgencia de que el Instituto 
se reestructurara, actualizara sus objetivos y dispu-
siera de un estatuto jurídico congruente con su reali-
dad y necesidades”.

Entiendo, por varias fuentes sobre todo de memo-
ria oral de compañeros del sindicato de académicos 
que vivieron dicha etapa, que este periodo resultó un 
tanto traumático puesto que, en primer término, ha-
biéndose comprendido la magnitud del problema, el 
entonces director general, maestro Enrique Floresca-
no, llevó a cabo un proceso de consulta cerrado en el 
que participó únicamente el cuerpo directivo del Ins-
tituto, con el objeto de tener un diagnóstico preliminar 
sobre la situación de la institución.

La idea era llegar a contar con una nueva Ley Or-
gánica, proyecto que venían proponiendo los inves-
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tigadores. Sé que aquel diagnóstico elaborado por la 
autoridad advertía la necesidad de racionalizar la es-
tructura, establecer formas colectivas para decidir las 
cuestiones científicas y trazar políticas generales que 
estarían contenidas en los programas institucionales.

Se advertían serios problemas que en mi concep-
to, aún no se resuelven del todo o han resurgido de ma-
nera crónica: como las dificultades para la protección 
de zonas de monumentos arqueológicos, su delimita-
ción territorial que es un serio problema de posiciones 
“teórico-metodológicas”, fundamentalmente de los ar-
queólogos, la cuestión de la tenencia de la tierra, los 
efectos del intemperismo, el crecimiento poblacional, 
los desarrollos urbanos anárquicos, el turismo rapaz, 
el saqueo y, actualmente, sumado a esto la inseguri-
dad que amaga a muchas poblaciones y con ellas va-
rias zonas de monumentos.10

Entre los años 1984-1985, autoridades y traba-
jadores por vías distintas se ocuparon de la reforma a 
la Ley Orgánica del Instituto, habiéndose enviado un 
anteproyecto oficial por parte de la autoridad institu-
cional, discutido y aprobado tanto en la sep como en la 
presidencia de la República. El anteproyecto fue en-
viado por el Ejecutivo al Congreso de la Unión, don-
de los trabajadores por fin pudieron discutir con los 
legisladores de la Comisión de Educación sus serias 
diferencias con el documento y hacer valer sus obser-
vaciones y propuestas. Así entonces fueron aprobadas 
las reformas a la loinah en diciembre de 1985, con las 
observaciones de los trabajadores.11

10 Sobre estos problemas pueden verse: Daniela Rodríguez 
Herrera, Ley agraria y protección del patrimonio arqueológico, 
México, Procuraduría Agraria / Juan Pablos, 2000; Bolfy Cottom, 
Nación patrimonio cultural y legislación, México, Cámara de Di-
putados / Miguel Ángel Porrúa, 2009, cap. VI.

11 En una comunicación personal, la arqueóloga Aldir Gonzá-
lez me relató su perspectiva de aquel proceso en el cual, incluso, 
se refería a una traición del entonces director general, el maestro 
Enrique Florescano, pues según la versión de la arqueóloga Gon-
zález, el director del inah, habiendo acordado con los trabajadores 
un proyecto de reformas a la Ley Orgánica del Instituto, presentó 
otra versión ante el Legislativo, lo que motivó que buscaran la 
interlocución directa de los legisladores para plantear sus puntos 
de vista y propuestas. Creo que la visión del maestro Florescano 
siempre fue de transformación institucional, pero mostró casi de 
manera constante una resistencia y hasta aversión a la visión de 
los sindicatos, en donde vivió confrontaciones claras, lo que lo 

De los aspectos relevantes, vale señalar que dicha 
Ley respeta el régimen laboral y académico del per-
sonal científico, técnico y administrativo del Instituto 
y, precisamente, se busca establecer las bases para un 
funcionamiento técnico y autónomo administrativo del 
Servicio Público.12

Se establece de igual manera que siga al frente de 
la Institución un director general al que se le exige te-
ner grado académico y méritos reconocidos en las ma-
terias de su competencia, aspecto que considero debe 
complementarse reglamentariamente, sobre todo en 
una especificación más clara del perfil que establece 
la Ley Orgánica vigente y que este criterio se ha tras-
ladado ahora a la Ley Orgánica de la Administración 
Pública y la Nueva Secretaría de Cultura del Gobierno 
Federal, como veremos más adelante.

Se incluye únicamente la base para el estableci-
miento de un Consejo General Consultivo, con repre-
sentantes de los consejos de área. Queda claro que 
la conformación y funcionamiento de estos consejos 
será materia no sólo del Reglamento de la Ley, sino 
de reglamentos particulares, problemas que cada vez 
se vuelven más complejos y difíciles de resolver, pero 
que es impostergable se les busque una solución.

5. Sobrevivencia y reubicación del inah en un nuevo 
contexto político, económico y administrativo. Esta eta-
pa abarca los años de 1989 a 2013. Sin duda muchas 
cosas empezaron a cambiar una vez que, en 1982 en 
nuestro país, se adoptó un nuevo modelo económico 
y político. Sin embargo, en el ámbito de la política 
cultural no es sino hasta finales de los años ochenta y 
noventa que se ven cambios reales, no necesariamente 
claros ni positivos.

motivó a expresar comentarios peyorativos contra aquellos cuer-
pos laborales; esto, a mi juicio, llevó hasta a dejar fuera al inah 
de los órganos de autoridad en la nueva Ley Federal de Archivos, 
siendo autoridad en la materia. Pero sin corresponder exactamen-
te al contexto, recomiendo ver la ponencia que presentó el maestro 
Florescano en el foro: El inah, perspectivas a futuro, organizado 
por la Delegación DIII-24, de Trabajadores Administrativos, Téc-
nicos y Manuales del inah, en agosto de 1995. Ahí vierte, grosso 
modo, su visión de transformación de las instituciones.

12 Cuestión que se ha venido vulnerando, sobre todo a partir 
de la creación del Conaculta, que sigue extraviado en lo que sig-
nifica su función coordinadora.
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Uno de esos hechos lo constituye la creación del 
Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, órgano difu-
so y confuso desde su diseño legal hasta su actuación po-
lítica-administrativa. Desde sus orígenes se advirtió que 
no había un diagnóstico claro que llevara a la creación 
de dicho Consejo, de ahí que no se hubiera pensado en la 
complejidad de la administración pública del subsector  y 
sólo se generaran problemas empezando por la naturaleza 
jurídica que le dieron y la arbitrariedad de sus atribu-
ciones con relación a los otros órganos del subsector.

En 2015, este órgano de la administración públi-
ca cumplió 25 años y en ese contexto varias eran las 
hipótesis construidas con información filtrada, como 
se dice en el argot periodístico. Por un lado, vía la pre-
sidencia de la República, buscaba tener su propia Ley 
Orgánica y erigirse como organismo descentralizado 
de la administración pública, incluso desectorizado 
como órgano autónomo y, por otro lado, proveniente 
del poder legislativo, se buscaba que fuera descen-
tralizado y sectorizado de la Secretaría de Educación 
Pública, o, incluso, se convirtiera en Secretaría de Es-
tado, lo cual auguraba nuevas tormentas instituciona-
les, sobre todo en el primero y en el último escenario.

En términos de la trayectoria propia del Institu-
to, no pueden negarse ni desconocerse muchos avan-
ces en el ámbito de la investigación como el proyecto 
nacional de Etnografía de los Pueblos Indígenas que 
muchos resultados arrojó para el país mismo. Los polé-
micos megaproyectos de arqueología tan cuestionados, 
pero a fin de cuentas de gran importancia para la ar-
queología mexicana; diversos avances muy significati-
vos en los ámbitos de la conservación y restauración al 
grado de contar ya con progresos importantes de reglas 
técnicas y bases mínimas para el desarrollo de estas 
actividades profesionales; el caso del fortalecimiento, 
aunque a cuenta gotas, de laboratorios de biología, an-
tropología física y arqueología son pasos significativos.

Pero esta época significó dos cuestiones polari-
zadas, por un lado la incapacidad de autoridades y 
sectores sindicales de llegar a un acuerdo sobre la 
concreción del proyecto de Reglamento que hasta la 
fecha ha implicado negociaciones, actitudes de trai-
ción y autoritarias, así como negligencias. Por otra 

parte, partiendo de la falta de acuerdos para la crea-
ción de los órganos colegiados que ordenaba y ordena 
la Ley Orgánica del inah, que debían establecerse en 
el Reglamento de dicha Ley, así como de necesidades 
reales derivadas de las funciones y atribuciones del 
Instituto, entiendo que se tomó la decisión por parte 
de la autoridad central, de crear algunos consejos de 
área como el de arqueología, el de monumentos his-
tóricos, el más reciente de Restauración, e incluso un 
tanto fallido el de monumentos paleontológicos, a raíz 
de que en 1986, se facultaba al inah, para ocuparse de 
la protección de dichos bienes.

Debo decir, en general, que de 1980 a la fecha se 
fue tejiendo una especie de desestabilización e incerti-
dumbre del Instituto, por las siguientes razones: 

1) Creo que la idea de decidir la descentraliza-
ción administrativa del inah, al convertir los Centros 
Regionales en Centros inah en los estados, fue una 
decisión muy atinada; el problema es que fue más 
una reacción administrativa, sobre todo a partir de 
una instrucción presidencial que veía la descentra-
lización como una moda administrativa y panacea a 
la vez, más que una planeación de la administración 
que, insisto, sí era necesaria fundada en la necesidad 
de resolver problemas en las entidades federativas y 
culturalmente en las distintas regiones del país. 

Pero esto a la larga ha presentado muchos proble-
mas para el Instituto sobre todo por los acuerdos polí-
ticos e incluso disputas con los gobernadores por los 
nombramientos de los directores de dichos centros y, 
derivado de ello la anarquía en la toma de decisiones 
de dichos funcionarios en donde muchas veces se pri-
vilegian los criterios políticos sobre los técnico-cien-
tíficos. Esto es explicable si partimos de que en las 
secretarías de Estado, presidencia de la República y 
gobiernos estatales se les ve a los directores de centros 
inah como “delegados”, entonces se convierten en es-
pacios institucionales para satisfacer cuotas políticas, 
de ahí que las secretarías de Gobernación y de Edu-
cación Pública, así como gobernadores manden sus 
listas o candidatos a “delegados” a la dirección gene-
ral del Instituto prácticamente solo para nombrarlos; 
siendo así, la lógica indica que, con sus excepciones, 
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“los delegados van a responder a los intereses de quien 
los eligió”, no a las obligaciones del Instituto, llegando 
incluso a tener hasta decoradores de interiores o con-
tadores como directores de centros inah.

2) Considero que, sin dejar de reconocer acciones 
adecuadas, a partir de la segunda mitad de los años no-
venta y sobre todo las primeras administraciones de la 
alternancia, sexenios de Vicente Fox y Felipe Calde-
rón, esta época fue una sucesión de administraciones 
fallidas, que poco a poco se olvidaron del espíritu fun-
dacional de la institución y sus enormes desafíos como 
contrapeso de las decisiones políticas y económicas de 
los distintos regímenes y, empezaron a relativizar sus 
decisiones sobre todo a partir de decisiones políticas 
presidenciales o de grupos poderosos de capital, como 
el caso de Cerro San Pedro en San Luis Potosí. Se otor-
garon permisos o autorizaciones equivocadas e ilega-
les, por ejemplo, en los casos de Teotihuacán, Chichén 
Itzá, el Tajín, Puebla, Zacatecas, entre otros lugares, lo 
que motivó muchas luchas políticas en defensa de di-
chos lugares por parte de trabajadores del propio Insti-
tuto e instituciones de la sociedad organizada.

3) Otro gran problema es el perfil de los funciona-
rios, si bien fue un elemento interesante en los inicios 
del propio Instituto, se esfumó y se dio un arribismo 
político para ocupar los puestos, teniendo como resul-
tado arreglos subrepticios sobre todo en la parte admi-
nistrativa con grupos aparentemente de defensa de los 
derechos de los trabajadores. Otra manifestación de la 
descomposición fue la búsqueda irresponsable y delez-
nable de convertir las funciones del Instituto en nego-
cios particulares, familiares o de grupos, como muchas 
veces se ha denunciado en el otorgamiento de permi-
sos para obra, de liberación de predios, o de espacios 
convertidos en salones de fiesta para banquetes o es-
pectáculos de luz y sonido como los casos del Museo 
Nacional de Antropología y el Castillo de Chapultepec, 
dos espacios demeritados por el uso que le han dado los 
patronatos con la complicidad de autoridades.13

13 Las administraciones panistas fueron claro ejemplo de 
ello, cuando el alcázar del Castillo de Chapultepec y el Museo de 
Nacional de Antropología se utilizaban para conciertos exclusi-
vos, banquetes y como galerías y pasarelas respectivamente.

4) Es desolador e indignante ver la incapacidad 
y, tal vez, dolo de funcionarios de la propia Dirección 
General y secretarías Técnica y Administrativa, en 
tiempos del gobierno del Partido Acción Nacional, 
por haber llevado al inah a someterse mecánicamente 
a una Ley tan dañina como la del Servicio Profesional 
de Carrera, sin haber emitido una sola observación 
respecto de la particularidad del Instituto y por ende 
los matices que necesariamente debe tener para su 
aplicación, debido a ello se creó una mafia que con-
troló por mucho tiempo los ingresos de personal, pres-
tándose incluso dicho proceso para acosos sexuales 
y favoritismos. Otros ejemplos han sido el no haber 
defendido la personalidad jurídica y facultades del 
Instituto con el tema de la promulgación de la Ley 
Federal de Archivos o la de Derechos Lingüísticos en 
donde al Instituto, teniendo atribuciones en dichas 
materias, lo dejaron fuera de los órganos de autoridad.

No tengo espacio ni tiempo, ni es mi objetivo, 
continuar con esta pléyade de desgracias deliberadas 
muchas de ellas, otras por mediocridad y negligencia, 
pero queda pendiente el tema de los acuerdos en don-
de el Instituto fue tratado como mero apéndice sobre 
todo del secretario de Educación Pública o del propio 
presidente de la República, acuerdos que mucho da-
ñaron el funcionamiento de nuestra institución más 
aún con el feudo del otrora Conaculta que no terminó 
de entender que era un medio que debiera estar al ser-
vicio del subsector cultura, no un fin para satisfacer 
las banalidades de una elite de la cultura.

La creación de la Secretaría de Cultura del 
Gobierno Federal

El 1 de septiembre de 2015, durante el mensaje de 
su tercer informe presidencial, el presidente Enrique 
Peña Nieto anunció la creación de la Secretaría de 
Cultura del Gobierno Federal. En aquel anuncio no 
hubo prácticamente ni un solo argumento de fondo 
que explicara por qué la Secretaría de Cultura era ne-
cesaria para atender la política cultural del Gobierno 
Federal y menos se explicó por qué la decisión de se-
parar la política cultural de la función educativa del 
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Estado. Únicamente se afirmó que tal decisión deriva-
ba del análisis que se había hecho sobre el presupues-
to base cero, por ende, tal propuesta del Ejecutivo no 
implicaría un impacto presupuestal para el gobierno.

Días más tarde, el 8 de septiembre del mismo 
año, se presentó a la Cámara de Diputados una ini-
ciativa de reforma a la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, misma que creaba la nueva 
Secretaría de Cultura.14 En aquella iniciativa, se 
afirmaba que “la presente tiene por objeto crear la 
Secretaría de Cultura del Gobierno Federal, en aten-
ción a una visión histórica de fortalecimiento de las 
instituciones culturales. Es, en su fundamento, una 
clara expresión de que la política cultural es una res-
ponsabilidad del Estado mexicano”. Dicha propuesta 
anotaba algunos antecedentes muy pobres y equivo-
cados, como la afirmación de que “la Iniciativa era 
congruente con una historia que había comenzado en 
1825 con la fundación del Museo Nacional […] de ahí 
saltaba a la creación de la Secretaría de Instrucción 
Pública y Bellas Artes, la creación de la Secretaría 
de Instrucción Pública y luego a la creación del inah 
y el inba en la década de los años treinta y cuarenta 
respectivamente”.

En mi opinión nada más que despropósito tales 
referencias, pues para empezar son antecedentes mal 
referidos que ni siquiera se molestaron en investigar-
los bien, desdeñando muchas más instituciones, pero 
también manipulando las referencias pues al contrario 
había una gran incoherencia con la ahora Secretaría, 
ya que siempre se pensó que la política cultural debe-
ría formar parte del sector educativo por diversas ra-
zones que en otros espacios he expuesto, y, baste decir 
que, sobre todo, a partir de 1921 la cultura se convirtió 
en razón de Estado, quedando demostrado con la lu-
cha que se dio por la adición de la primera parte de la 
fracción xxv del artículo 73, en 1923, lo que sentó 

14 Iniciativa del Ejecutivo Federal, con proyecto de decreto 
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposicio-
nes de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, así 
como de otras disposiciones para crear la Secretaría de Cultura, 
Gaceta Parlamentaria, año xviii, núm. 4358-8, Palacio Legisla-
tivo de San Lázaro, martes 8 de septiembre de 2015.

las bases de lo que el país construyó institucionalmen-
te a lo largo del siglo xx en el ámbito cultural.

Como sea, la aprobación de dicha iniciativa se dio 
el 15 de diciembre del mismo año y el decreto se pu-
blicó en el Diario Oficial de la Federación, el 17 de 
diciembre siguiente, habiendo sido nombrado como 
secretario Rafael Tovar y de Teresa el 20 de diciembre.

En términos generales puedo decir que aquella 
iniciativa polarizó posiciones y prácticamente con-
frontó a dos sectores del ámbito cultural, aquellos que 
veían con buenos ojos su creación bajo el argumento 
de que había que dar autonomía al sector cultura y 
conseguir un mejor presupuesto propio, además de 
que administrativamente la cultura dejaría de ser un 
satélite de la sep, desde luego atendiendo aspectos de 
la cultura no atendidos hasta ahora como el tema de 
las industrias o empresas culturales, la gestión y el 
turismo. Por otra parte, sobre todo los trabajadores 
de las instituciones públicas culturales, se opusieron 
fundamentalmente criticando la tendencia privatiza-
dora de bienes culturales de la nación así como la 
idea de que aquella institución buscaba solamente el 
impulso a un turismo mercantil de la cultura; por otra 
parte, se expresaba la preocupación por el tema de los 
derechos laborales.

Personalmente considero que la nueva Secreta-
ría significaba algo más profundo y trascendente que 
la reforma a la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal (loapf), significaba, a partir de en-
tonces, la quiebra de un modelo de política pública 
fundado en la educación y la valoración del pasado 
histórico de la nación, a un modelo desarrollista, ba-
nal, superficial y pragmático de la cultura, donde se 
abandonó definitivamente el vínculo de la política pú-
blica en materia de cultura con las aspiraciones de 
construcción de ciudadanía y por ende de lo que Pal-
ma Guillén (1921), en el contexto de la construcción 
de la política pública sobre cultura de Vasconcelos, 
llamaba la búsqueda de la justicia social. 

Los aspectos relevantes de la reforma a la loapf, 
están contenidos en artículos puntuales, como son: el 
artículo 26, que adhiere la nueva Secretaría a las ya 
existentes; el artículo 41 bis, que establece el catálogo 
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de las atribuciones de la nueva Secretaría. Cabe acla-
rar que dichas atribuciones se nutren fundamental-
mente de diversas disposiciones legales como el otrora 
artículo 38 de la loapf, las leyes orgánicas del inah 
como del inba, de igual manera de la Ley de Derechos 
Lingüísticos. 

Otros artículos relevantes son el 29, en el cual se 
reforman diversas disposiciones de la Ley Orgánica 
del inah, siendo el más controvertido el artículo 1º que 
sólo reconoce la personalidad jurídica del Instituto y 
se olvida del tercero que también le reconoce patri-
monio propio. Mismo caso es para el inba al cual en el 
artículo vigésimo, ni siquiera le reconoce ninguno de 
los dos atributos.

El artículo 3 transitorio fue modificado a raíz de 
las críticas que se hicieron a la iniciativa privada en el 
sentido de que dejaba a los trabajadores en una situa-
ción de alto riesgo, encaminados a conculcar sus de-
rechos adquiridos y preparaba la base para despedir a 
una buena cantidad de trabajadores eventuales, más 
aún a raíz de las reformas estructurales en materia la-
boral. En realidad el cambio a dicho artículo no fue 
trascendental, pues lo único que cambió fue la forma.

El artículo 5 transitorio fue eliminado en su con-
tenido originario, mismo que se refería a que en un 
tiempo perentorio se haría un diagnóstico de las ins-
tituciones del sector, a fin de hacer cambios o ajustes 
a sus normas con el objeto de evitar duplicidad de 
funciones. Tal planteamiento desató airadas críticas 
que llevaron a eliminarlo.

Pero un artículo que prácticamente pasó desaperci-
bido es el 9 transitorio, cuyo contenido es el siguiente: 

Las erogaciones que se generen con motivo de la en-
trada en vigor de este Decreto, se cubrirán con cargo 
al presupuesto aprobado al Consejo Nacional para la 
Cultura y las Artes, así como a las entidades paraes-
tatales y órganos administrativos desconcentrados que 
quedan agrupados en el sector coordinado por la Se-
cretaría de Cultura, por lo que no se autorizarán re-
cursos adicionales para tal efecto durante el ejercicio 
fiscal que corresponda, sin perjuicio de aquellos re-
cursos económicos que, en su caso, puedan destinarse 
a los programas o proyectos que esa dependencia del 
Ejecutivo Federal considere prioritarios, con cargo al 

presupuesto autorizado para tales efectos y en términos 
de las disposiciones aplicables. 

Este artículo es de tal trascendencia pues explica 
el afán de sostener algo que nunca se demostró, la 
nueva Secretaría no tendría un impacto presupuestal, 
pues se legaliza una práctica ejercida por otras admi-
nistraciones anteriores en el sentido de que ante el 
criterio prioritario del otrora Conaculta, se mermaba 
el presupuesto de los órganos que conformaban aquel 
subsector, ahora sector cultura. En esa lógica, des-
de luego “que no habrá impacto presupuestal”, o en 
otras palabras no habrá autorizaciones presupuestales 
extraordinarias, pues de haber “necesidades priorita-
rias” para la Secretaría seguramente se les recortará a 
los órganos desconcentrados y demás unidades admi-
nistrativas como sucede de hecho.

Los mitos y las realidades

Desde años atrás15 ha venido proliferando la idea de 
que, por un lado, se buscan privatizar los monumen-
tos y zonas de monumentos arqueológicos, algunos 
monumentos históricos y artísticos (aquellos que son 
de propiedad nacional) y desaparecer tanto al inah 
como al inba. Mi opinión al respecto la planteo en dos 
sentidos. El primero, es evidente que a partir de que 
el modelo económico y el sistema político de todo Es-
tado nacional cambia, sin duda, sus instituciones y 
políticas públicas se ven impactadas por los condicio-
nantes del modelo económico y político-ideológico vi-
gentes. Esto podría traducirse en que las instituciones 
públicas como el inah e inba y en su momento, el Ins-
tituto Nacional Indigenista, incluso la propia Secre-
taría de Educación Pública, creadas en otro contexto, 
donde se privilegiaban los derechos sociales y la va-
loración de la historia y testimonios culturales para 

15 Pensaría que a finales de la década de 1990, para ser 
exactos, 1999, cuando el entonces senador Mauricio Fernández 
Garza, del Partido Acción Nacional, presentó una propuesta de 
ley de cultura, misma que fue duramente combatida y no llegó a 
aprobarse en el Senado. Pero a partir de ahí fueron presentándose 
una pléyade de iniciativas de ley relacionados con el ámbito de 
la cultura, de las cuales prácticamente todas fueron rechazadas.
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fines educativos eran parte de los ideales nacionalis-
tas, empiezan a tener una mayor presión de intereses 
privados y desde luego de una vertiente política y de 
la iniciativa privada que buscan desarrollos más ace-
lerados donde la inversión de capitales particulares 
puedan obtener buenas utilidades, ahora apuntando 
hacia el ámbito del sector cultura. 

El segundo, por parte del poder público se busca 
su legitimación, lo que le lleva a generar programas 
de creación de empleos o de combate a la pobreza, 
la prevención del delito y el combate al crimen orga-
nizado, problemas que se constituyen en fuertes de-
safíos para el cumplimiento de sus atribuciones, por 
lo que en esa lógica la “cultura” se ve y se utiliza 
pragmáticamente, pues a diferencia de la etapa his-
tórica de un Estado intervencionista o proteccionista 
donde las instituciones, en este caso de educación y 
cultura, contaban con el apoyo del gobierno central en 
el cumplimiento de una línea política que veía la polí-
tica cultural pública como el medio para perpetuar su 
nombre en la historia, ahora dicha política cultural se 
ve como parte de lo que Mario Vargas Llosa llamaría 
la civilización del espectáculo (Vargas, 2012).16 Ante 
esta circunstancia las instituciones culturales tienen 
que enfrentarse ahora a cuestionamientos e impugna-
ciones de sus actos de autoridad, a fiscalización tanto 
del propio poder público como de la sociedad misma, 
además de los poderes locales de las entidades fede-
rativas y esto les toca enfrentarlo, en buena medida 
con el abandono del poder central.17

Si a esto sumamos una inmensa ampliación de la 
materia de trabajo18 de las instituciones culturales y 
casi nulo crecimiento de su personal, así como presu-

16 La civilización del espectáculo es una obra interesante del 
gran escritor peruano-español en la que analiza la seria debacle 
de la cultura en su acepción tradicional, llegando a una era de 
banalización de las artes y la literatura, más el triunfo de un pe-
riodismo amarillista y la frivolidad de la política como síntomas de 
la sociedad contemporánea.

17 Recientemente casos como los de Puebla, Yucatán y el 
Estado de México son claro ejemplo de tal circunstancia.

18 Al inah, por ejemplo, se le exige sexenio tras sexenio la 
apertura de zonas de monumentos arqueológicos, museos, decla-
ratorias, etcétera, y sin embargo no se le otorgan nuevas plazas de 
personal que garantice la preservación de dichos bienes.

puestos bastantes limitados, el panorama se convierte 
en un serio desafío de sobrevivencia de tal manera 
que el panorama no resulta optimista.

Por otra parte, me parece fundamental, que dis-
tingamos el contenido de las propuestas o proyectos, 
en este caso de carácter legal y el problema de inten-
cionalidad de quienes dirigen el Estado nacional. Es 
decir, ni los bienes de dominio público nacional, ni 
los institutos buscan cambiarse o desaparecer a par-
tir de los documentos hasta ahora conocidos, menos 
cuando existe un marco legal proveniente del Congre-
so que incluso tienen constitucionalmente una mate-
ria establecida y una base que les otorga su jerarquía 
y sus alcances.

En tal lógica podría aceptar que el deseo, inte-
rés o intención de algunos servidores públicos, sea 
presidente, secretario, subsecretario, gobernadores, 
presidentes municipales o directores generales, coor-
dinadores o hasta los propios trabajadores técnicos o 
académicos, busquen la intervención de la iniciativa 
privada, pretendan llevar a cabo sus labores institu-
cionales a partir de criterios políticos o se presten a 
la corrupción para favorecer a ciertos sectores o per-
sonajes claudicando en su obligación de velar por los 
intereses generales de preservación de aquellos bie-
nes nacionales. Pero eso es siempre el margen que 
deja el Estado encarnado en el gobierno donde hay 
sujetos que persiguen intereses propios o del grupo 
político que los promueve.

En tal sentido, es verdad que esta segunda déca-
da del siglo xxi no es halagüeña, yo diría que prác-
ticamente para toda la administración pública, y en 
particular para las instituciones del sector cultura, 
cuyas circunstancias y condiciones han cambiado 
y seguirán cambiando a partir de la creación de la 
Secretaría de Cultura. Ello significó en su momento 
la creación del Conaculta o la llegada de algún di-
rectivo al frente de estas instituciones, pero no veo 
(como muchos piensan) el extremo de querer desapa-
recer a estas instituciones, en términos de la lógica de 
un sistema político de pesos y contrapesos, no por lo 
menos en las reformas legales y actos administrativos 
que hasta ahora conocemos, por más que debiliten a 
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estas instituciones, más cuando el factor cultura es 
fundamental para el gobierno en su proyección en el 
concierto de las naciones e incluso su promoción tu-
rística, en tanto fuente de divisas tan importante.

Me parece real, sí, prestarle mayor atención al 
tema de los derechos laborales de los trabajadores de 
estas instituciones, porque aun existiendo todavía por 
un largo tiempo los institutos, por ejemplo, los dere-
chos laborales, aún los adquiridos, siempre se verán 
amenazados, esto bajo el estandarte de una extraña 
moral gubernamental pública que “busca acabar con 
privilegios laborales”, mientras la riqueza se acumu-
la en otras manos y en otros ámbitos. Es así que el 
reto de las organizaciones sindicales es enorme, pues 
ahora forman parte de un nuevo sector o en términos 
laborales, de un nuevo patrón.

Ante tan difícil crisis, es claro que hay retos que 
enfrentar, que es preciso “reinventarse” para no ser 
rebasados por la realidad, que es preciso tener claro el 
papel institucional que toca desempeñar en este con-
texto sin claudicar en sus principios, sus objetivos, 
funciones y atribuciones. 

Así pues, intentemos únicamente enunciar algunos 
de los desafíos que hay que enfrentar con inteligencia, 
imaginación y, por qué no, con apertura, de lo contrario 
nos iremos convirtiendo en una especie de mal nece-
sario para el Estado y lo que es peor, para la sociedad.

Etapa actual de desafíos para el futuro 
próximo del inah

1. El desafío del complemento de su marco normati-
vo, no olvidemos que falta un eslabón importante como 
es el Reglamento de la Ley Orgánica y éste tiene que 
definirse, de no ser así sucederá lo que intentó Alfon-
so de María en la administración de Felipe Calderón, 
que se aprobara un proyecto elaborado unilateralmen-
te, con muchas deficiencias que incluso contradecían 
la Ley Orgánica. 

2. La incertidumbre e inestabilidad de su conduc-
ción. Pienso que tarde o temprano, tendrá que enfren-
tarse el problema del órgano de gobierno del Instituto. 
Lo que hemos visto en los últimos 30 años es, en mi 

concepto, una serie de actos de poder, que no necesa-
riamente han conducido adecuadamente al Instituto,19 
y aunque puedan identificarse claramente a personas 
o personajes, eso no se distingue cuando se califica al 
Instituto. Tal problemática a mi parecer, debe llevar 
a retomar el tema de la naturaleza jurídica del mis-
mo como organismo descentralizado, tal y como fue 
concebido en sus orígenes, aunque también hay que 
reconocer que con visión corta y no de largo plazo.

3. La poca claridad del funcionamiento de los 
cuerpos consultivos colegiados, entiéndanse con-
sejos de arqueología, de monumentos históricos, de 
conservación y restauración. Se requiere un proceso 
sistemático y serio de revisión sobre la conformación, 
funcionamiento y atribuciones, criterios para la toma 
de resoluciones y carácter de las mismas de parte de 
dichos consejos que hasta ahora existen. Me parece 
que esto es indispensable para recuperar la credibili-
dad técnica y científica del Instituto en actos de auto-
ridad y hasta de dignidad profesional, particularmente 
en el ámbito arqueológico.

4. La falta de claridad y manejo discrecional de 
proyectos de la estructura administrativa, debe normar-
se y reducir dicha discrecionalidad, ejemplo: no hay 
claridad del trabajo de las coordinaciones que siendo 
nacionales formalmente, no lo son en la realidad; ade-
más, la aprobación o rechazo de muchos proyectos no 
es transparente, así como de pronto se inventan, sin la 
debida fundamentación, mecanismos “de fiscalización” 
y desorden donde la idea de desarrollo institucional, 
considerada importante, termina siendo un caos.

5. Derivado de la ambigüedad legal por la que 
transitamos, vivimos una especie de orfandad institu-
cional en el funcionamiento de nuestro Instituto, su-
jeta a presiones de diversos tipos. Es decir al Instituto 
se le usa y presiona pragmáticamente para intereses 
políticos o económicos, pero se le abandona cuando 
ejerce sus atribuciones por parte del poder central.

19 A pesar de dicha crítica debe reconocerse, también, que 
ha habido acciones valiosas, como el simple hecho de preservar 
los monumentos y zonas de monumentos, aunque esto se vea em-
pañado por acciones contrarias de autoridad. 
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6. Hasta ahora, hay una ausencia sistemática de 
las autoridades del inah en la defensa de las atribu-
ciones del Instituto sobre todo en los cuerpos legisla-
tivos o por lo menos no se informa, al ser un asunto 
de interés público. Este vacío tiene que llenarse en 
colaboración autoridades y académicos especialistas.

7. La ficción de su estructura formal, cuando en la 
realidad funciona con otra estructura como si el traba-
jo que realizara fuera clandestino. Esto es perjudicial 
en distintos sentidos, empezando por los derechos de 
los trabajadores, porque se genera una inestabilidad 
en el cumplimiento de las obligaciones del Instituto y 
porque esto hace que el gobierno federal en su sector 
hacendario no acceda a la creación de nuevas plazas. 
Esto tiene que ver con el reconocimiento de cientos 
de trabajadores contratados fundamentales para la 
Institución. Hasta 2013, el inah enfrenta más de 500 
demandas laborales de trabajadores contratados.

8. Lo anterior se justifica por la necesidad de con-
tar un una estructura laboral mínima en zonas de mo-
numentos arqueológicos y museos. Hasta 2013, de las 
189 zonas de monumentos arqueológicos abiertos al 
público, únicamente el 12 % contaba con una estruc-
tura de base que equivalía a 23 zonas de monumentos 
y de los 121 museos, únicamente el 38 %, que equivale 
a 46, son considerados en esa estructura (inah, 2013). 

9. Debe superarse el poco interés en sus áreas 
formativas de educación superior, pues las escuelas 
en general son vistas como satélites a quienes se les 
regatea prácticamente todo. En tal sentido un primer 
signo debe ser garantizar el cumplimiento de las Con-
diciones Generales de Trabajo para los profesores 
eventuales de las escuelas del Instituto.

10. Es impostergable la vinculación del Instituto 
con las áreas de ciencia básica, ello implica tener la 
capacidad de dialogar con distintos organismos y ha-
cer propuestas de convenios, proyectos y programas 
donde se posicionen las distintas ramas de conoci-
miento que el Instituto desempeña.

11. La decisión de descentralizar al inah, como 
parte de la descentralización de la Administración 
Pública Federal en las décadas 1970-1980, sin duda 
trajo beneficios al ejercicio de sus funciones, pero en 

mi concepto careció de planeación, normatividad in-
terna, procedimientos para la designación o selección 
y atribuciones de los directivos de los ahora llamados 
Centros inah en los estados, así como la definición de 
perfiles de quiénes los dirigirían. Esta experiencia 
debe someterse a un claro escrutinio legal, reglamen-
tario, administrativo, académico y técnico con el fin de 
corregir muchos de los problemas que se presentan en 
diversas entidades federativas, a raíz de la actuación 
de sus directores, ahora mal llamados “delegados”.

12. Reglamentación en los centros de trabajo. 
Este aspecto que durante años ha permanecido dete-
nido, en el cual existen centros de trabajo cuya nor-
matividad reglamentaria no ha sido sancionada debe 
concluirse. Sé, por experiencia propia, que la tarea no 
es fácil sobre todo porque las urgencias, imprevistos 
y prioridades para las autoridades del Instituto son 
de todos los días. Sin embargo, si se piensa como una 
línea de política institucional que trascienda cada pe-
riodo de duración de los titulares del Instituto y se 
involucra a los cuerpos colegiados de cada centro de 
trabajo, mucho se avanzará. 

13. Definir una política de difusión del conoci-
miento de todos los medios impresos y virtuales del 
Instituto.

14. Avanzar en un trabajo de mayor compromiso 
social del Instituto en zonas estratégicas como pruebas 
piloto, quizás teniendo como referencia las regiones en 
donde el impacto del desarrollismo en todas su expre-
siones está causando mayores estragos, por ejemplo: 
Monte Albán, Chichén Itzá, Teotihuacán, Tula, entre 
varios más, que tienen que definirse por académicos, 
trabajadores en general y la población de cada región.

15. En concordancia con la línea anterior, defi-
nir claramente una política para enfrentar los grandes 
proyectos de infraestructura, desarrollo turístico, de 
explotación de recursos naturales, en particular las 
zonas mineras y petroleras, de vías de comunicación, 
habitacionales y comerciales que se avecinan.

En ese mismo sentido, cada vez las presiones para 
todos los trabajadores de la institución son notorias, 
pues la sociedad se informa más, hay una mayor pre-
paración de las personas, los propios sectores sociales 
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son más litigantes, por ello la actualización, la prepa-
ración de todos debe ser mayor y más seria y, la manera 
en donde se refleja o evidencia si hay profesionalismo, 
seriedad y solidez es en las decisiones y su sustento, 
en los dictámenes y resoluciones. Junto con este im-
perativo se pone a prueba nuestra ética profesional y 
personal y eso no es un problema de la autoridad sino 
de integridad personal, de vocación y compromiso de 
cualquier trabajador con esta institución y con el país. 

En la etapa actual debemos asumir, aun sin estar 
de acuerdo, que vivimos una nueva realidad dentro 
de la administración pública federal. La creación de 
la Secretaría de Cultura, a finales del 2015, desafía 
el futuro de nuestra institución. Replantea el sentido 
y naturaleza de sus funciones, vislumbra incluso un 
futuro difícil en materia laboral y sobre todo reta a 
la autoridad y los trabajadores a definir y clarificar 
su compromiso con el Instituto y con el país, partien-
do de las atribuciones, obligaciones y tareas ya asig-
nadas al inah, que muchos critican como personas e 
instituciones, pero prácticamente nadie hace, aún en 
circunstancias tan adversas.

En la coyuntura en que escribo este texto, em-
pieza a vivirse otra etapa, que abona aún más a los 
desafíos ya descritos antes, que tendrá que enfren-
tar nuestro Instituto, éste es el correspondiente a la 
discusión (si es que realmente la hay) acerca de la 
célebre reglamentación de la reforma al artículo 4 
constitucional, que en general se identifica como la 
Ley General de Cultura. Francamente, por lo menos 
hasta que terminé de escribir esto, de las señales que 
conozco, ninguna se me hace seria, respetuosa y com-
prometida a lograr una legislación objetiva y creíble, 
más cuando observo una especie de fiebre de inicia-
tivas de ley en ambas cámaras, algunas de las cuales, 
por más bien intencionadas e incluso interesantes en 
varias de sus propuestas, son simplemente oportunis-
tas e interesadas de beneficios económico-presupues-
tales, otras, realmente dignas de tomarse en cuenta 
para discutirse.

Pienso, finalmente, que de manera bilateral, ni a 
una autoridad debe juzgársele por el simple hecho de 
serlo, sino por sus acciones sobre todo si se apega o 

no a la normatividad, si resuelven problemas o no; y 
tampoco debe juzgarse a partir de la idea de que los 
trabajadores sólo buscan sus prebendas, su propio be-
neficio y actúan por consigna; actuar así de parte de 
autoridades, es no reconocer a quienes en su labor co-
tidiana han dejado su vida por la institución y hacen 
que esta siga siendo vital para el país.
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